Materia: Análisis de Políticas Públicas

Tema: Análisis de la implementación

Práctico: Caso Autorización del aborto.

Consigna:

1. Identifique y sintetice las posiciones de los actores que intervienen en los procesos de implementación de la legislación sobre en aborto no punible en los casos seleccionados.

2. Seleccione los actores relevantes en el proceso de implementación de estos casos.  

3. ¿Puede identificar las ideas políticas, ideológicas, morales o religiosas que inciden en el comportamiento de los  actores en el proceso de implementación de los casos seleccionados? ¿De que manera impactan en el proceso de implementación?
4. traer el cuestionario resuelto para el jueves 5 de junio.
Otras notas periodísticas que deberán  analizar para el práctico:

http://www.clarin.com/sociedad/Aborto-punible-Corte-cumple-provincias_0_1100290021.html 
http://www.lanacion.com.ar/834538-finalmente-se-hicieron-los-abortos-a-las-dos-jovenes-discapacitadas 

http://www.pagina12.com.ar/diario/elpais/subnotas/1-30252-2007-12-05.html   

http://www.pagina12.com.ar/diario/elpais/1-95751-2007-12-05.html   
Qué dice la ley 

Art. 85.- El que causare un aborto será reprimido:

    1º. con reclusión o prisión de tres a diez años, si obrare sin consentimiento de la mujer. Esta pena podrá elevarse hasta quince años, si el hecho fuere seguido de la muerte de la mujer;

    2º. con reclusión o prisión de uno a cuatro años, si obrare con consentimiento de la mujer. El máximum de la pena se elevara a seis años, si el hecho fuere seguido de la muerte de la mujer.

 

Art. 86.- Incurrirán en las penas establecidas en el artículo anterior y sufrirán, además, inhabilitación especial por doble tiempo que el de la condena, los médicos, cirujanos, parteras o farmacéuticos que abusaren de su ciencia o arte para causar el aborto o cooperaren a causarlo.

    El aborto practicado por un médico diplomado con el consentimiento de la mujer encinta, no es punible:

        1º. si se ha hecho con el fin de evitar un peligro para la vida o la salud de la madre y si este peligro no puede ser evitado por otros medios;

        2º. si el embarazo proviene de una violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer idiota o demente. En este caso, el consentimiento de su representante legal deberá ser requerido para el aborto.

 
Una guía para el aborto dentro de la ley 

Fuente: Página/12

El Ministerio de Salud de la Nación empezó a distribuir en hospitales del país una Guía Técnica para la Atención Integral de los Abortos No Punibles, con precisos lineamientos de cómo se debe proceder ante un pedido de una interrupción de un embarazo permitida por la ley, con el objetivo de evitar que esos casos se judicialicen.

Los puntos centrales de la guía son los siguientes:

- La práctica de un Aborto No Punible se realizará previa constatación por parte de un solo médico de la existencia de algunas de las causales de no punibilidad previstas en el artículo 86 del Código Penal.

- Para la constatación de los casos de peligro para la salud o la vida de la mujer (artículo 86, inciso 1º del CP), el médico tratante deberá fundar su diagnóstico mediante los estudios pertinentes y en interconsulta con otro médico o profesional de la psicología, según corresponda.

- Para la constatación de los casos de violación o de atentado al pudor cometido sobre mujer idiota o demente (artículo 86 inciso 2º), el médico tratante deberá pedir que se le exhiba constancia de la denuncia policial o judicial de la violación.

- En el caso de la constatación de un peligro para la salud psíquica de la mujer, la interconsulta podrá realizarse a un médico o a un profesional habilitado legalmente para la práctica profesional de la psicología.

- No se exigirá autorización judicial ni dictamen de un Comité de Bioética.

Derechos de la mujer

La Guía Técnica para la Atención Integral de los Abortos No Punibles elaborada por el Ministerio de Salud de la Nación establece que debe ser usada en los siguientes casos, previstos en el artículo 86 del Código Penal, de acuerdo con la interpretación de ese artículo “en consonancia con las normas nacionales e internacionales”.

- En casos de peligro para la vida de la mujer.

- En los casos de peligro para la salud de la mujer.

- Cuando el embarazo sea producto de una violación.

- Cuando el embarazo sea producto del atentado al pudor sobre mujer idiota o demente. En este caso el consentimiento de su representante legal deberá ser requerido para el aborto.

“La Constitución argentina, los tratados de derechos humanos incorporados a su texto con jerarquía constitucional y las leyes vigentes reconocen y garantizan el derecho a la igualdad, a la salud, a la autodeterminación, a la privacidad y a la no discriminación, todos ellos derechos directamente vinculados con el derecho de la mujer a acceder al aborto en los casos permitidos por la ley”, señala la Guía Técnica al definir el marco jurídico que la avala.
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Finalmente, se hicieron los abortos a las dos jóvenes discapacitadas

Los familiares de las víctimas dijeron que ahora quieren hallar a los violadores

Las dos jóvenes discapacitadas que habían quedado embarazadas a raíz de violaciones, finalmente se practicaron el aborto que reclamaron judicialmente sus familiares y se recuperan favorablemente en sus domicilios. Ahora, parientes de las víctimas intentarán que los culpables de los abusos sexuales paguen sus culpas. 

El aborto de L.M.R., que tenía un embarazo avanzado de 20 semanas, por lo que los médicos de un hospital público se negaron a practicar la intervención a pesar de la autorización de la Corte bonaerense, se hizo el lunes pasado, con ayuda de una ONG que impulsa lo que denomina Campaña Nacional por el Derecho al Aborto Legal. 

"Los profesionales y el dinero fueron conseguidos por organizaciones que defienden los derechos de la mujer. Todo se hizo correctamente y mi hermana no sufrió nada. Ella salió de la clínica caminando y tranquila", aseguró Verónica. 

"Decidimos ayudar a la familia porque, teniendo un fallo judicial favorable, no podíamos dejar que ganara el enemigo [los opositores a la intervención]", dijo Dora Colesdesky, miembro de la ONG, que consiguió el dinero y los profesionales para realizarla en una clínica privada. El nombre de la clínica no fue dado a conocer. 

El fallo de la Corte bonaerense compromete la asistencia del gobierno una vez realizado el aborto. "Mi madre cobró el subsidio prometido, pero todavía no hay ningún papel firmado que lo garantice", expresó Verónica. 

"Esto no termina aquí" 
En tanto Claudia, la joven de 25 años que sufre el síndrome Lenox-Gastaut fue operada anteanoche en un hospital público de Mendoza en estricta confidencialidad debido a las presiones de los grupos antiabortistas que se oponían al fallo de la Corte provincial que aseguró que la cuestión no era judiciable. 

"Estamos más tranquilos, pero esto no termina aquí: ahora vamos por el culpable [de la violación] para que pague lo que hizo. No pienso dejarlo impune", dijo a LA NACION Ana Rosa Gazzoli, madre de Claudia y principal impulsora del pedido de interrupción del embarazo de su hija. 

La operación duró 15 minutos y, tras permanecer en observación 11 horas, Claudia fue dada de alta. "El procedimiento se realizó con el máximo respeto a la intimidad de la paciente y de su familia, así como preservando la integridad del grupo médico", afirmó el subsecretario de Gestión Sanitaria de la provincia, Fernando Schervobsky. 

Por su parte, la subsecretaria de Prevención y Promoción de la Salud, Claudia García, expresó: "Este es un mensaje a la no clandestinidad", en alusión a los 3500 abortos ilegales que, según el Ministerio de Salud, se realizan anualmente en Mendoza. 

Las voces contrarias también se hicieron oír ayer. En primer término se expresó Laura Giunta, la abogada que promovió las acciones judiciales para impedir el aborto en Mendoza. "El niño no tuvo derecho de defensa y eso es violatorio de la Constitución y del Código Civil". 

La ONG Pro Vida calificó como un "crimen" el aborto practicado a la joven de Guernica, al entender que se encontraba "recurrido" el fallo judicial que autorizaba esta intervención. 

"El gobernador y el ministro de Salud de la Nación [Ginés González García], quienes dicen que no tienen conocimiento de que se practiquen abortos, ya tienen un caso para investigar, porque acá se cometió un homicidio, se ha matado un chico", afirmó Roberto Castellano, titular de Pro Vida, a Radio Continental. 

 2010

Síntesis de Noticias. Casos Comodoro Rivadavia

Fuente: Página/12

Caso A.G.

17de febrero

Es un nuevo caso de aborto no punible, esta vez en Comodoro Rivadavia. Una adolescente de 15 años embarazada denunció que fue violada por su padrastro y reclama un aborto. El hospital rechazó hacer la práctica. Ahora debe decidir una jueza.

Una adolescente de 15 años, de Comodoro Rivadavia, expresó en los tribunales y en el hospital regional local su decisión de interrumpir un embarazo producto, según denunció, de una violación perpetrada por su padrastro, un agente de la policía provincial con quien su madre y ella convivían desde hacía ya varios años. La joven, acompañada por su madre, pidió en enero una autorización judicial para que le realizaran un aborto no punible. El caso está en manos de la jueza de Familia Nº 3 Verónica Daniela Robert, quien emitirá su veredicto en las próximas horas.
El pedido del aborto no punible recayó en el Juzgado de Familia Nº 3. Un equipo técnico de psicólogas y una asistente social del tribunal escucharon a la adolescente. Ante ellas, manifestó claramente que si no le permitían interrumpir la gestación se suicidaría. La jueza Robert pidió su opinión al equipo técnico. Las profesionales dieron su aval a la interrupción del embarazo solicitada y consideraron que debe autorizarse. La magistrada solicitó también al hospital regional de Comodoro Rivadavia su visión del caso. Un comité de bioética reunido ad hoc entregó ayer un dictamen al juzgado en el que rechazan la realización de la práctica.
“Nadie está obligado a tener una actitud heroica”, fue la explicación que dio a este diario el director del hospital, Alberto Díaz Legaspe, para fundamentar la negativa del centro de salud de avalar el aborto solicitado por la adolescente. Legaspe dio dos argumentos: por un lado, consideró que dudaban de que el caso encuadrara en los permisos previstos en el Código Penal para abortar y, por otra, tenían temor de ser denunciados penalmente por llevar adelante la práctica.

Aunque los sectores conservadores pretenden darle una interpretación restrictiva, el inciso 2 es para cualquier mujer que ha sido violada y no únicamente para aquellas que tengan una discapacidad mental.

28 de febrero

Los médicos y los jueces le negaron a una joven violada por su padrastro el derecho a abortar. Ahora hay movilizaciones, recolección de firmas en apoyo a la adolescente, escrache al abusador, discusiones en las calles. Mañana apelarán ante la Corte provincial.

En poco más de dos horas, una treintena de militantes del movimiento de mujeres, de organizaciones sociales y partidos políticos, habían reunido unas 600 firmas con repudio a la decisión judicial que insiste en negar la interrupción del embarazo que atormenta a la jovencita de 15 años. Mientras la abogada de la joven ultimaba detalles de la presentación que hará mañana para rechazar la negativa de la Cámara de Apelaciones, Luisa Fuentes, la madre de A. G,, por primera vez desde que todo comenzó, recibía el apoyo del servicio de acción social de la provincia, luego de las críticas que expresó ayer en este diario por la falta de asistencia. 

Del acusado de haber embarazado, al violarla, a la jovencita que cursa alrededor de 18 semanas de gestación, se sabe que está libre. Fuentes de la gobernación señalaron a este diario que se encuentra en disponibilidad, “o sea, sin arma ni placa” desde “hace aproximadamente dos semanas”.

06 de marzo

Jorge Miquelarena se expidió a favor de que la Suprema Corte provincial autorice el aborto terapéutico que reclama en Comodoro Rivadavia la chica de 15 años violada por su padrastro. 

Se espera que el fallo del máximo tribunal sea inminente.En el transcurso de estas 72 horas, la Sala Civil que conforman los jueces José Luis Pasutti, Daniel Caneo y Fernando Royer deberá decidir sobre la vida de AG, cuya salud, según contaron fuentes cercanas a ella, peligra a medida que se profundiza su desesperación por verse obligada a seguir adelante con el embarazo producto de la violación de su padrastro. Fuentes judiciales aseguraron a medios de la provincia que los jueces fallarían en concordancia con la opinión del procurador.

Negar el aborto a la chica sería realizar una “lectura restrictiva de la despenalización del aborto en caso de violación (porque) sería equivalente a depositar una carga a la mujer a la que se le ha impuesto violentamente el embarazo, disposición que a todas luces resulta incompatible con un sistema jurídico liberal como el argentino, que no impone jamás deberes heroicos”. En esa interpretación no restrictiva del artículo 86 del Código Penal, el procurador Miquelarena afirma que no permitir la interrupción del embarazo de AG es una nueva victimización de la jovencita.

08 de marzo

El Superior Tribunal de Justicia de Chubut autorizó el aborto de la chica de 15 años que fue violada por su padrastro en Comodoro Rivadavia. Su abogada había solicitado la interrupción del embarazo por vía judicial, pedido que fue rechazado en las instancias anteriores. El viernes el Procurador de Chubut, Jorge Miquelarena, había emitido un dictamen a favor del aborto terapéutico.

09 de marzo

A. G. ganó la batalla legal. Por unanimidad, el Superior Tribunal de Justicia de Chubut avaló el pedido de la adolescente de 15 años de Comodoro Rivadavia para interrumpir un embarazo producto de la violación perpetrada por su padrastro, según denunció en la Justicia.

El fallo revocó la sentencia de la Cámara de Apelaciones que había negado la autorización y encuadró el caso como un aborto no punible contemplado en el inciso 2 del Código Penal. Es decir, confirmó que cualquier mujer –y no únicamente aquellas con discapacidad mental– tienen el derecho a terminar con una gestación fruto de una violación. Es la primera vez que una Corte provincial se pronuncia con una interpretación amplia de los alcances de este permiso para abortar.

Además, el Superior Tribunal le “encomendó” al Hospital Regional de Comodoro realizar la práctica “en el menor plazo que indique la ciencia médica”, pero advirtió que si ese centro de salud provincial no cuente con los recursos humanos para realizarla, se debe llevar adelante en otro hospital público o clínica privada de la ciudad. Al mismo tiempo, sugirió al gobernador Mario Das Neves implementar una guía de atención de los abortos no punibles para que los médicos sepan cómo actuar, no se judicialicen los pedidos y se eviten demoras innecesarias en el acceso al derecho, como le ocurrió a A. G., que desde hace dos meses esperaba una respuesta favorable.
La sentencia reafirma fallos de otras Cortes provinciales de los últimos años (de Buenos Aires, Paraná y Mendoza), que confirmaron la constitucionalidad del artículo 86 del Código Penal, que prevé permisos para abortar, en su inciso 1, cuando corre riesgo la vida o la salud de la mujer embarazada, y en el 2 si la gestación fue producto de una violación, o de un abuso sexual a una mujer con discapacidad mental. E insiste en que no es necesaria la autorización judicial para llevar adelante los abortos no punibles. En ese sentido, el Superior Tribunal hizo un llamado de atención a los médicos que deben realizar la práctica.

Caso María

26 de febrero 

Otra niña, de 15 años, que denunció haber quedado embarazada como consecuencia de los abusos sexuales perpetrados por su padrastro, se presentó en el Hospital Regional de Comodoro Rivadavia y pidió que le practicaran un aborto no punible. Pero el centro de salud, que depende de la provincia gobernada por el justicialista Mario Das Neves, se negó de nuevo y obligó así a que el reclamo se judicializara. Con el patrocinio de una defensora oficial, la madre de la niña pidió ayer que se ordenara la interrupción del embarazo o el adelantamiento del parto, dado que la gestación ronda las diecinueve semanas.
A la segunda niña se la llamará María, para mantener su identidad en reserva. Según pudo saber Página/12, la madre se enteró de su embarazo recién dos semanas atrás, cuando el viernes 12 la llevó a la guardia del Hospital Regional porque la muchachita se había descompensado. Los médicos le informaron que la descompostura estaba relacionada con el hecho de que llevaba 17 semanas de gestación. Recién en ese momento según relató luego la mujer en la Defensoría Pública de Comodoro Rivadavia su hija le contó que había sido abusada por su padre, y que los ataques sexuales no eran nuevos, que se venían repitiendo desde que tenía siete años. La madre, entonces, radicó la denuncia en la Agencia de Delitos contra la Integridad Sexual y las Relaciones Familiares, a cargo de la fiscal Liliana Ferrari. El acusado es un albañil, que reconoció a la niña como hija propia desde su nacimiento y le dio su apellido, aunque no era su padre biológico. María se enteró ahora de que no era su padre de sangre.

Con la experiencia del primer caso –que por esas horas trascendía en los medios, pero cuyo reclamo ya llevaba un mes parado en el Juzgado de Familia Nº 3 a cargo de la jueza Verónica Daniela Robert–, una defensora pública le planteó no judicializar el pedido, dado que se enmarcaba en los supuestos de no punibilidad previstos en los incisos 1 y 2 del artículo 86 del Código Penal: un embarazo que pone en riesgo la salud de la niña y que es producto de una violación. Con una nota de la Defensoría Pública, que sostenía que se trataba de un aborto no punible y como tal no requería autorización judicial, la mandó directamente al Hospital Regional a solicitar la interrupción del embarazo. Pero el centro de salud rechazó el planteo, según confirmaron fuentes médicas: la respuesta lleva la firma de un tocoginecólogo. El médico hizo una interpretación restrictiva de la ley y argumentó que no correspondía el aborto legal dado que la niña no es débil mental. Y, sostuvo, sólo en esos casos estaría amparado el pedido de la interrupción de un embarazo producto de una violación. De ninguna manera, el Hospital Regional contempló la posibilidad, como ya había hecho con A. G., de que se trate de un aborto terapéutico en función de que el embarazo pone en riesgo la salud psíquica de la niña. Tanto A. G. como María están recibiendo asistencia psicológica.

11 de marzo

El Comité de Bioética del Hospital Regional de Chubut determinó que es posible interrumpir el embarazo que María, la joven de 15 años violada y embarazada por su padrastro, cursa a pesar suyo. El resultado del informe fue conocido hoy a sólo una hora de la audiencia durante la cual la jueza Diana de Kazakevich tuvo, además, oportunidad de dialogar personal y directamente con la adolescente.
Sin embargo, marcando una diferencia de procedimiento notable, el Hospital Regional esta vez había constituido un Comité de Bioética ad hoc, conformado por cinco profesionales de la salud: dos psicólogas, dos pediatras (una mujer y un varón) y una ginecóloga. Ninguna de ellas ni él habían tenido actuación en el caso de A. G. Elaboraron el informe entre el martes, cuando hablaron y vieron a María, y el mediodía del miércoles.

Consideraron que es posible en el caso de María interrumpir el embarazo, que hasta la semana 22 de gestación es recomendable inducir el parto, en principio, por vía medicamentosa, y aguardar la evolución de la chica.

13 de marzo

Una jueza falló contra el pedido de la otra chica violada por su padrastro que reclama interrumpir el embarazo en Comodoro Rivadavia. Lo hizo a pesar del reciente fallo de la Corte y el dictamen del hospital local, que avaló la práctica médica.

La decisión de la magistrada llama la atención: apenas cuatro días antes, el Superior Tribunal de la provincia respaldó por unanimidad el aborto no punible de A.G., otra muchachita que fue embarazada en circunstancias similares. Los dos casos son idénticos. Golubcyk, sin embargo, tomó distancia de la sentencia de la Corte: “no es vinculante” y “carece de fuerza obligatoria para resolver en el presente caso”, alegó en el fallo. 

La magistrada privilegió la defensa del derecho del no nacido frente a la vida y la salud de María, como había hecho en el caso A.G. su colega del juzgado Nº 3 Verónica Daniela Robert. Pero, además, sostuvo que no es competencia suya interpretar normas penales, dado que pertenece al fuero de Familia. 

Alén (subsecretario de Derechos Humanos) informó que la Secretaría de Derechos Humanos acompañará el reclamo de María, que ahora se discutirá en la Cámara de Apelaciones de Comodoro. “Vamos a presentarnos el lunes como amicus curiae (amigos del tribunal)”, anunció.
La ¿desorientación? de los efectores de salud en Chubut quedó en evidencia en el proceder del Hospital Regional, que depende de la provincia. Cuando la Justicia le pidió que se pronunciara sobre el pedido de A.G., se conformó un comité ad hoc, que rechazó la posibilidad de que se llevara adelante el aborto no punible, es decir, se negó a cumplir con la ley. Privilegió la vida del no nacido. Pero más grave aún, el jefe del Departamento de Tocoginecología de ese centro de salud, Juan Pires, dictaminó –según consta en la página 11 del fallo del Superior Tribunal en el caso A.G.– que un aborto sólo se puede practicar hasta la semana 10 de gestación, lo que ya no implica una mala interpretación de una norma sino un desconocimiento de la ciencia médica.

20 de marzo

Los mismos jueces que habían negado el aborto en un caso idéntico, ahora lo autorizaron. Ocurrió después de la sentencia de la Corte provincial que avaló el aborto en caso de violación. La Cámara criticó a la jueza que había rechazado la práctica
María pudo respirar ayer más aliviada. La Cámara de Apelaciones de Comodoro Rivadavia cambió de posición y avaló el pedido de la niña de 15 años para interrumpir el embarazo producto de una violación al encuadrarlo como un aborto no punible, en sintonía con la reciente sentencia del Superior Tribunal de Justicia de Chubut. La misma Sala A, apenas unos días atrás, había fallado en contra en un caso similar, el de A. G. 
El fallo revocó la sentencia de primera instancia de la jueza de Familia N° 2 de esa ciudad, Diana Golubcyk de Kazakevich, que el viernes 12 de marzo rechazó el pedido, al ignorar los alcances del artículo 86 del Código Penal, que en su inciso 2 permite el aborto cuando la gestación es consecuencia de una violación. La magistrada, incluso, manipuló los dichos de la niña y adujo que María no estaba segura de su decisión de abortar, aunque la muchachita lo había expresado claramente, ante peritos forenses y frente a ella misma, según consta en el expediente.

En el pronunciamiento de la Cámara de Apelaciones, se cuestiona la postura de Golubcyk y queda en evidencia su intención de tergiversar las palabras de María. En los fundamentos de la camarista Silvia Alonso, la primera en emitir su voto, se subraya que todas las constancias incluidas en el expediente judicial dan cuenta de la “una única y autónoma decisión de la adolescente de interrumpir el embarazo”.

La sentencia lleva las firmas de los jueces de la Sala A, Alonso, Julio Antonio Alexandre y Fernando Nahuelanca. En ese orden votaron. Alonso no había intervenido en el fallo de A. G., porque estaba con licencia por vacaciones. Pero los dos camaristas varones sí y no habían avalado el aborto no punible de A. G. Pero ahora, por unanimidad, los tres camaristas encuadraron el caso de María como un aborto no punible, por tratarse de un embarazo producto de una violación. A lo largo del fallo, de más de cincuenta páginas, se sigue la postura del STJ de interpretar en forma amplia el inciso 2 del artículo 86. Ayer por la mañana no pasó inadvertida en los tribunales de Comodoro Rivadavia la presencia de dos de los ministros de la Sala Civil del STJ, José Luis Pasutti y Fernando Royer, que se trasladaron hasta allí desde Trelew, donde tiene la sede la corte provincial, para interiorizarse del caso.

